Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 23 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 


SEÑOR SECRETARIO.- Ha llegado una nota de FEMI solicitando ser recibido por la Comisión de 
Hacienda, a fin de exponer su posición con respecto al proyecto de ley de creación del Fondo 
Integrado de Salud de la Seguridad Social, que actualmente se encuentra a consideración de esta 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Oportunamente se le convocará. 
(Ingresan a Sala los representantes de distintos sectores agrarios) 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida a las delegaciones de los sectores agrarios, 
quienes se han integrado conjuntamente para ser recibidos, lo cual es muy positivo. Se encuentran 
presentes el señor Juan Pedro Hounie, Presidente de las Cooperativas Agrarias Federadas; el señor 
Héctor Alvarez, de la Asociación Rural del Uruguay; el señor Leandro Gómez, de la Asociación Rural 
del Uruguay; el señor Fernando López; el contador Víctor Durán, de la Comisión de Fomento Rural; el 
señor Víctor Liberman, de la Asociación Uruguaya de Productores de Cerdo; el señor Rodrigo Herrero, 
de la Federación Rural; y el señor Alberto lglesias, Vicepresidente de la Confederación Granjera, 
quienes han sido invitados para considerar el proyecto de reforma tributaria que está a consideración 
del Senado, luego de haber tenido su aprobación en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR HERRERO.- Antes que nada, en nombre del grupo quiero agradecer que nos hayan recibido. 
Ya hace varios meses que llevamos peregrinando por acá o por el Edificio Anexo debido al tema del 
proyecto a consideración, en el entendido de hacer los aportes para que esta reforma -que no es 
menor- sea verdaderamente una reforma y no -como se ha catalogado- un ajuste fiscal. 


Como sabrán los señores Senadores, nosotros elevamos en su momento -no solamente a 
los Diputados, sino a la Bancada de Gobierno, pues también tuvimos reuniones con Senadores de 
dicha Bancada- propuestas del sector con respecto a la reforma, pues nosotros veíamos que la 
iniciativa se dirigía por un camino que, quizás, no era el adecuado. En el día de hoy nos encontramos 
en esta instancia en la que queremos reafirmar algunas propuestas que no fueron consideradas en la 
Cámara de Representantes, algunas de las cuales habían sido trasmitidas al Ministro de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, posición de las gremiales que se compartían o, por lo menos, se entendían. 
Entonces, hoy venimos a informar al Senado sobre cuáles son esos puntos. 


Si la Comisión lo autoriza, cederíamos el uso de la palabra al contador Alvarez para referirse 
a algunos aspectos en detalle. 


SEÑOR ALVAREZ.- Nos parece interesante hacer un “racconto” de los planteamientos que las 
entidades gremiales realizaron en oportunidad de visitar la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Representantes, así como también de varios de los temas que, lamentablemente, quedaron pendientes 
en la consideración de este proyecto de ley. 


Antes que nada, queremos decir que las entidades agrarias hemos entendido que en este 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo se plantea una serie de objetivos que, en general, son 
compartibles. Concretamente, me refiero al objetivo de mayor equidad, de mayor eficiencia y al 
estímulo a la inversión productiva y al empleo, aspectos todos que consideramos merecen todo el 
apoyo. Lamentablemente, en el desarrollo de la iniciativa encontramos que algunos de estos elementos 
se ven distorsionados y otros nos merecen ciertas observaciones. Uno de los más importantes, quizás 
por su incidencia, es el que tiene que ver con el aporte a la previsión social. Por medio de este 
proyecto de ley se reinstalan los aportes patronales del sector agropecuario al Banco de Previsión 
Social, fijando una tasa igual para el comercio, la industria y el agro. Cabe aclarar que tanto la industria 
y el agro en los últimos años estaban exentos de realizar dicho aporte. 


Entendemos que la producción del sector agropecuario está orientada, fundamentalmente, 
hacia la exportación. Entonces, cuando se aumenta el costo de esa producción, lo que se afecta es la 
competitividad de los productos nacionales. En otro orden de cosas, este sector tiene una incidencia 
superior a la de otros porque, además de ver afectados los costos de producción, ello se refleja en los 
precios que recibe normalmente del sector industrial. En función de esto, la industria láctea, por 
ejemplo, verá afectados sus costos de producción con el incremento que se producirá en los aportes 
patronales que deberá efectuar al Banco de Previsión Social. Por lo tanto, los precios de la leche que 
venda el productor agropecuario van a ser menores por la incidencia de ese adicional de costo que se 
produce a otro nivel de la cadena. Lo mismo podemos decir con respecto al sector ganadero. Es un 
hecho que la industria frigorífica va a tener un incremento de costos que no va a quedar limitado al 
propio sector, sino que directamente se va a dirigir al sector primario, que es netamente receptor de 
precios. Esto -con algunas variantes- es lo que incide en las producciones agropecuarias. 


En consecuencia, consideramos que al haber determinado dentro de este proyecto que se 
gravara con el aporte patronal a la industria y al sector agropecuario, se está incidiendo 
sustancialmente en lo que es la competitividad de los productos nacionales. 


Este es un tema, señor Presidente, que nos aflige mucho y esperamos que los señores 
Senadores puedan tomar parte en él para hacerlo notar como una de las falencias que tiene este 
proyecto. 


Por otra parte, hemos hecho notar reiteradamente que, dentro del proyecto y cumpliendo el 
objetivo de estímulo a la inversión productiva y al empleo existen, básicamente, tres mecanismos que 
fomentan la inversión y la reinversión dentro del sector agropecuario. Es así que esos tres caminos que 
hay de fomento de la inversión productiva están dados, por un lado, por algunas inversiones que se 
consideran como gastos del ejercicio. Prácticamente, se trata de inversiones que tienen una 
amortización de un solo ejercicio, en el que ellas se realizan. Nosotros consideramos que este es un 
método adecuado para promover la inversión y que, evidentemente, colabora con el objetivo que se 
planteó. Pero, lamentablemente, vemos que se limita en mucho a los conceptos que están incluidos 
dentro de esa posibilidad de considerar la inversión como gasto. 


En la Cámara de Representantes se mejoró en algo el proyecto; por ejemplo, en lo que hace 
al tema agua, lo que establecía inicialmente la iniciativa era solamente la construcción de tajamares. 
Evidentemente, nos parecía que no tenía mucho sentido dejar de lado todo lo que es la construcción 
de pozos surgentes y semisurgentes, las represas o las canalizaciones de agua que se produzcan 
dentro de los establecimientos. Esto fue reconocido en la Cámara de Representantes, donde se 
corrigió y se incluyeron esos elementos. Sin embargo pensamos que, de todas maneras, esto quedó 
muy limitado y existen otros conceptos que nos parece que tendrían que estar incluidos. Por ejemplo, 
en el literal H) del artículo 21 se habla de determinadas inversiones que serán consideradas como 
gastos del ejercicio en el que se realicen y, en el apartado 1 se cita a los cultivos anuales, en el 
numeral 2 a la implantación de praderas permanentes -esto lo proponíamos nosotros y está bien- y, en 
el numeral 3, a los alambrados. Pero no entendemos mucho por qué quedó fuera la construcción de 
cepos, tubos, embarcaderos, balanzas, comederos, silos, etcétera. En este momento en que estamos 
fomentando el uso de la trazabilidad, por ejemplo, no comprendemos cómo tampoco se tuvieron en 
cuenta los equipos de lectura, impresión o transmisión de datos utilizables en el Sistema Nacional de 
Trazabilidad. Nosotros pensamos que estos son elementos que contribuirían al logro del objetivo que el 
propio proyecto se está planteando. 


Por otro lado, decíamos que había otros elementos acerca de los que tampoco veíamos cuál 
era la justificación de no incluirlos dentro de lo previsto en este artículo, por ejemplo, la adquisición e 
instalación de equipos de ordeñe, tanques de frío o laboratorios de inseminación y transplante de 
embriones. Lo mismo pensamos con respecto a todo lo que tiene que ver con el tratamiento de aguas 
residuales que en este momento, en ciertos sectores del país y en algunas producciones, representa 
toda una problemática; nos parece que esto debería ser considerado especialmente. 


Por otra parte, destacábamos que había un elemento que directamente se ignoraba en el 
proyecto. En algunos momentos se habla de comunicaciones y de tratamiento de la información, pero 
por ejemplo, no entendemos cómo algo tan importante como es la electrificación rural no está 
contemplada como una inversión específica dentro de este proyecto; esto nos llama poderosamente la 
atención. 


En síntesis, consideramos que este es un camino adecuado para fomentar la inversión 
productiva, pero entendemos que ha sido muy limitado lo que quedó establecido en el proyecto de ley. 


En el artículo 23 está previsto otro medio de fomentar la inversión y la reinversión productiva, 
pues se reconoce algún tipo de gasto o de inversiones por el 150% de su valor en el momento de la 
determinación de la renta. Compartimos en general los conceptos incluidos, pero en su momento 
hicimos notar que había un faltante que nos parecía importante y que tiene que ver con todo lo que 
hace al fomento de la utilización de la genética superior, tanto en materia vegetal como animal. En un 
determinado momento el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca planteó en la Cámara de 
Representantes lo relativo a la genética vegetal, que luego se incluyó en el artículo 23 del proyecto de 
ley, pero no entendemos por qué quedó de lado lo que tiene que ver con la genética animal. 
Consideramos que esto último fomentaría una mejor producción en nuestro país, pero nos llamó la 
atención que ese tema no fuera tenido en cuenta. En su momento propusimos que, de alguna manera, 
fueran contemplados los gastos correspondientes a la compra de reproductores ovinos, bovinos, 
caprinos, equinos y suinos con registro de procesos de calidad y la inscripción en el registro público de 
semen, así como el semen y embriones provenientes de ese tipo de reproductores. Lamentablemente 
eso quedó fuera del proyecto de ley, lo que nos llama la atención, porque consideramos que esa es 
una forma de promover mejoras en la producción. 


Por último, como forma de incentivar la inversión y la reinversión productiva, en el artículo 53 
del proyecto de ley se prevé la exoneración por inversiones, y dice: “Exonéranse de este impuesto 
hasta un máximo del 40% (cuarenta por ciento), de la inversión realizada en el ejercicio, las rentas que 
se destinen a la adquisición de:”, y a continuación se mencionan los distintos rubros. En materia directa 
del sector agropecuario, se habla de la maquinaria, pero a nuestro juicio el concepto es muy limitado, 
por lo que consideramos que debería decir “la maquinaria, instalaciones, equipos” e incluir 
especialmente lo relativo al uso de fertilizantes fosforados destinados a la producción agropecuaria. No 
sabemos por qué se ha mantenido el tema de esta forma. La visión inicial que teníamos del proyecto 
de ley era que el Poder Ejecutivo prácticamente había copiado lo que estaba incluido en el Impuesto a 
la Renta Agropecuaria, pero no consideró que realmente existen elementos complementarios que 
lamentablemente no fueron tomados en cuenta y que, en nuestro concepto, constituyen una manera de 
fomentar la inversión productiva. Insisto, pues, en que nos llama la atención que ese punto no haya 
sido considerado. 


SEÑOR RUBIO.- Todavía no hemos tenido tiempo de estudiar este tema, pero quiero aclarar que no se 
trata de que esas inversiones no hayan sido consideradas, sino de que no han sido tratadas como las 
de los artículos 21 ó 23. 


SEÑOR ALVAREZ.- Básicamente vemos que la forma en que aparece el tema en el literal B) del 
artículo 53 es muy reducida, pues sólo se mencionan las maquinarias agrícolas. Nos parece que si el 
objetivo es establecer el Impuesto a la Renta y favorecer la inversión y la reinversión, esto es muy 
limitativo y que ciertos elementos debieron ser tenidos en cuenta. Con eso se pierde mucho el peso o 
el efecto que puede tener este tipo de disposiciones. 


Hago notar además que, cuando visitamos en la primera instancia la Cámara de 
Representantes, dentro de las reinversiones, que se consideran con un máximo de hasta un 20%, no 
había prácticamente ninguna mención al sector agropecuario. Fue allí que se agregó, al caso de la 
construcción de edificios y sus ampliaciones destinados a la actividad industrial, la expresión “o 
agropecuaria”. Reitero que esta aclaración no estaba en el texto original y fue incluida en la Cámara de 
Representantes, lo que nos pareció una solución adecuada. Sin embargo, en la primera parte quedó 
pendiente -no sabemos por qué no se tomaron en cuenta estos elementos- lo relativo a la maquinaria - 
que es claro- pero tampoco lo que tiene que ver con las instalaciones y con los equipos, y ya hemos 
hecho notar la omisión a los fertilizantes fosforados. Con respecto a este último elemento cabe acotar 
que, lamentablemente, el fomento a través de las leyes fiscales se dejó de lado con el tiempo. En el 
caso del IMPROME por ejemplo, que existía hace muchos años, esto estaba expresamente 
establecido, pero después, no sabemos por qué, la aclaración se perdió a pesar de la importancia que 
tiene la producción en el Uruguay sin considerar que, lamentablemente, nuestros campos necesitan 
este tipo de fertilizantes porque son los que permiten acrecentarla. Por lo tanto, nos llamó la atención 
que no se comprendiera al sector entre los beneficiarios de este factor de estímulo productivo que se 
crea en el proyecto de ley. 


El otro tema al que queríamos referirnos es el relativo a la opción IRAE-IMEBA. Como es 
sabido, actualmente los productores agropecuarios contribuyentes de IMEBA tienen la posibilidad de 


optar por pasar a ser contribuyentes del Impuesto a la Renta Agropecuaria. En este proyecto de ley se 
establece un adicional que consiste en la fijación de un tope a partir del cual es obligatorio liquidar el 
Impuesto a la Renta a las Actividades Empresariales, e inclusive, para algunas formas jurídicas, se 
establece la obligatoriedad. En este sentido, en las reuniones que mantuvimos con los representantes 
del Ministerio de Economía y Finanzas, se nos señaló que el objetivo que se planteaba la Cartera era 
que, aproximadamente un 10 de las explotaciones -que normalmente son las de mayor envergadura- 
pasaran a tributar el Impuesto a la Renta de las Actividades Empresariales. Ante esto les manifestamos 
-y luego lo reiteramos en la Cámara de Representantes- que actualmente, con la opción amplia en 
vigencia, ya un 8% de los establecimientos está tributando el Impuesto a la Renta Agropecuaria. Por lo 
tanto, nos parecía innecesario y además inconveniente el hecho de establecer una obligatoriedad que 
lo que hace es, simplemente, crear dificultades a algunos productores que muchas veces no tienen las 
condiciones para tributar por un impuesto a la renta real. Dentro del sector agropecuario -incluso las 
gremiales- todos estamos de acuerdo con que es necesario mejorar cada vez más la tecnificación y la 
gestión de los productores. Pero entendemos que el forzarlo a ello no es el camino más adecuado, 
máxime cuando se está planteando un impuesto a la renta que en cierta medida -lo reconocemos- está 
fomentando la actividad productiva, la inversión y la reinversión. Es esto lo que hace innecesario forzar 
a determinados productores para que obligatoriamente pasen a tributar por el Impuesto a la Renta. 
Desde el punto de vista de un contador, debo decir que a veces dentro del Colegio de Contadores se 
ha planteado la posibilidad de obligar a determinados contribuyentes a cumplir ciertas normas, porque 
nos podría significar algún trabajo adicional. Personalmente, siempre entendí que no es un buen 
camino forzar a alguien a hacer determinada cosa, sino que la mejor forma es convencerlo de que es lo 
más adecuado. El porcentaje de 8,9% de productores que hoy tributa Impuesto a la Renta no se 
refiere a productores pequeños, sino a aquellos que tienen una buena gestión y han llegado a la 
conclusión de que ese Impuesto refleja mejor lo que es el resultado efectivo dentro del 
establecimiento. Además, esto le evita tener que pagar impuestos en años malos y tiene la 
particularidad de que les permite descontar el Impuesto al Valor Agregado, por lo cual, en muchos 
casos, su tributación al Estado es menor a través del Impuesto a la Renta que por medio del IMEBA. 
Indudablemente, cuando se plantea un proyecto de ley de estas características, que tiene aspectos 
positivos en materia de Impuesto a la Renta, se producen fricciones. Además, no nos parece bueno 
que se deje a criterio del Poder Ejecutivo la fijación del tope. Tradicionalmente hemos objetado cuando 
el Poder Legislativo delega atribuciones, que de acuerdo a la ley son propias, en el Poder Ejecutivo. 
Por esa razón, lamentamos mucho que ese tema haya permanecido como estaba originalmente. 
Realmente creemos que eso genera problemas dentro del sector, no le aporta nada al Erario, ni es un 
sistema convincente para establecer una gestión más adecuada dentro de los establecimientos. En 
algún momento los Ministerios de Economía y Finanzas y de Ganadería, Agricultura y Pesca nos 
consultaron acerca de cuál era el tope que considerábamos adecuado. Pensamos que la fijación de 
topes es siempre complicada y prácticamente habría que ser un ser supremo para determinar cuál es 
el tope adecuado. Igualmente, siempre es muy difícil justificar que el que vende 99 esté en una 
situación tributaria distinta a la del que vende 101. Esto es algo que no nos parece muy lógico. Por otro 
lado, en muchos casos distorsiona la actividad normal productiva. Digo esto, porque hay productores 
que para no pasar de tributar IMEBA a tributar IRAE, en los últimos dos meses no van a vender a 
pesar de tener productos prontos. Por esa razón, consideramos que la fijación de topes es algo 
erróneo y nos gustaría que el Senado analizara el tema. 


Otro aspecto que nos merece consideración es el de los gastos no deducibles. Nosotros 
podemos comprender y hasta justificar la existencia de un Impuesto a la Renta real, pero lo que no 
podemos entender es que ese Impuesto a la Renta no contemple todos los costos que tiene la 
producción. Dentro del proyecto de ley hay ciertos gastos que no se pueden deducir y en algunas 
circunstancias eso depende de la situación tributaria de la contraparte. Un caso que nos preocupa 
especialmente es el de los arrendamientos rurales. Los señores Senadores saben que en muchas 
explotaciones el arrendamiento es el camino para el ingreso de nuevos productores y, en otras, es la 
forma de que el productor alcance una escala que sea aceptable para permanecer en la explotación. 
Por ser el arrendador una persona física, que va a estar tributando un impuesto menor, no va a poder 
ser contemplado en su totalidad, es decir, no va a poder bajar la totalidad del arrendamiento, sino la 
doceava o la veinticincoava parte de lo que abona como arrendamiento efectivo. De esa manera, se 
distorsiona en gran forma lo que es la liquidación del Impuesto a la Renta real. Nosotros entendemos la 
posición del Poder Ejecutivo, aunque no comprendemos por qué incluyó un cambio con respecto a lo 
que estaba fijado anteriormente. Hasta hoy las rentas de arrendamiento rural -evidentemente, con un 
tope mínimo- están gravadas por el Impuesto a la Renta Agropecuaria. En este caso, el Poder 
Ejecutivo innovó y presentó a consideración del Parlamento un proyecto de ley según el cual la 
persona física que arriende un inmueble rural va a estar comprendida dentro del Impuesto a la Renta 
de las Personas Físicas como renta de capital. Por lo tanto, el productor no va a poder bajar la totalidad 
de sus costos y, con eso, creo que estamos distorsionando en gran forma la determinación de la renta. 
Este no es el único caso; hay otros en los que, en virtud de que la contraparte está en una situación 
impositiva particular, no se va a poder deducir la totalidad del gasto y esto nos preocupa enormemente. 


Otro elemento que ponemos a consideración de la Comisión tiene que ver con el hecho de 
cómo juega el tema de la equidad. Entendemos que el Poder Ejecutivo se ha preocupado por la 
equidad, pero solamente mirando los impuestos que recauda la Dirección General Impositiva. Dentro 
del sector agropecuario hay impuestos que no son nacionales, sino municipales, que evidentemente 
afectan la presión fiscal global del sector y lo ubica en una situación disímil con respecto a otros de la 
economía. Es así que, por ejemplo, la incidencia que tiene el Impuesto a la Contribución Inmobiliaria 
Rural en el sector agropecuario es mucho mayor que cualquier impuesto municipal que grave a la 
industria y el comercio. La incidencia que tiene el Impuesto a los Semovientes -que es un gravamen 
sobre la venta de semovientes en todas sus escalas, es decir, no sólo en su escala final, porque un 
ternero puede estar gravado 5 ó 6 veces por este Impuesto- realmente distorsiona la consideración de 
cualquier presión fiscal de la agropecuaria. 


Nosotros vemos que en este proyecto de ley se ha tratado de lograr equidad en los impuestos 
que recauda la Dirección General Impositiva, pero se ha perdido de vista que hay otra clase de 
gravámenes que también están afectando a los sectores productivos y que de alguna manera nos 
parece que debieron haber sido contemplados. 


Otro aspecto tiene que ver con el hecho de que, evidentemente, esta reforma tributaria 
significa para el sector agropecuario un incremento de la presión fiscal. Nosotros hemos hecho algún 
cálculo en función de qué hubiese sucedido si en el año 2005 hubiera estado vigente esta reforma. 
Evidentemente, la tributación del sector hubiese aumentado en el orden de un 20%. Consideramos 
que muchas veces se ha cometido un error al analizar la carga fiscal del sector agropecuario, puesto 
que se dice que paga pocos impuestos, apreciación que no nos parece correcta. El sector 
agropecuario paga por lo menos los mismos impuestos que los demás sectores industriales y 
comerciales de la economía; inclusive, podríamos decir que paga más por lo que decíamos acerca de 
la incidencia de impuestos que no son directamente vertidos en la Dirección General Impositiva. 


Indudablemente, al hacer el análisis, muchas veces se toma en consideración lo que 
efectivamente aportó el sector durante los años 2003 y 2004 y no se tiene en cuenta que venía de 
pérdidas monstruosas derivadas de un importante atraso cambiario. Esto se reflejó, por ejemplo, en 
esos contribuyentes del Impuesto a la Renta, que como habían acumulado pérdidas muy importantes, 
los pagos que hicieron efectivos durante estos ejercicios fueran mucho menores. De todas maneras, 
existen impuestos que gravan directamente la venta, como el IMEBA, que nosotros defendemos, 
porque es un tributo sobre la renta bruta. A medida que la producción ha ido creciendo, este Impuesto 
ha ido aumentando y eso ha llevado a que en el año 2003 el sector agropecuario pagara U$S 
100:000.000 por este concepto; en el 2004, U$S 131:000.000; y, en el 2005, U$S 170:000.000. 
Entonces, evidentemente, hay una tendencia creciente a medida que uno se aleja de esos años 
nefastos durante los cuales existía un atraso cambiario muy importante, que generó una verdadera 
crisis dentro del sector. 


Por otro lado, aunque ya hicimos esta observación en la Cámara de Representantes, nos 
parece que corresponde reiterar aquí que, evidentemente, en los últimos años el sector ha tenido un 
crecimiento muy importante. Creo que todos los uruguayos deberíamos estar muy orgullosos por el 
crecimiento que ha tenido el sector agropecuario en los últimos años; y no estoy hablando de los 
últimos tres años. En realidad, ya había una tendencia de crecimiento que se acentuó en esta etapa, 
pero con una característica muy especial. Durante treinta o cuarenta años el sector había quedado 
prácticamente estancado en la producción, registrando crecimientos mínimos. Pero cuando al analizar 
qué sucedió en el período comprendido entre los años 1990 y 2005, nos encontramos con que en la 
mayoría de los sectores hay un crecimiento acelerado y si, además, se compara el crecimiento que ha 
tenido el sector agropecuario respecto al de los demás sectores de la economía, se observará que es 
el mayor. Tan es así que, por ejemplo, la industria lechera, en términos reales, tuvo un crecimiento en 
materia de producción del orden del 145%; la de granos, de más de un 100%; y la vacuna registró un 
crecimiento acelerado muy importante que llegó prácticamente al 100%. 


Reitero que en un breve lapso en el país se experimentó un proceso de crecimiento de 
producción en la agropecuaria nacional como no se había dado en cincuenta años. ¿Por qué 
menciono esto? Porque al analizar un proyecto de ley de reforma tributaria resulta un elemento clave 
en lo que es la inversión y la reinversión en el país. Tememos, entonces, que por la aparición de malas 
señales se vea afectado el futuro de un sector que viene creciendo aceleradamente y con muy buenos 
índices. Por eso creemos que es muy importante que se tomen especialmente en consideración 
aquellos impuestos que fomentan la producción; en fin, que debe ser tenido especialmente en cuenta 
lo que señalamos en materia de inversiones y reinversiones. 


SEÑOR LOPEZ.- Mi nombre es Fernando López y soy el Presidente de la Comisión Nacional de 
Fomento Rural. 


Para no reiterar temas que ya han sido analizados por mis compañeros, quiero señalar, en 
primer lugar, que partimos de la base de que el sector agropecuario tiene una gran diversidad. No es 
homogéneo sino que, por el contrario, estamos hablando de un conjunto de organizaciones y 
realidades donde cerca del 80% de las empresas que lo conforman son de carácter familiar. 


En segundo término, siempre hemos compartido la idea de trabajar en la búsqueda de una 
ley tributaria con mucha mayor equidad. Debemos tener en cuenta que, tal como ya lo señaló el 
contador Alvarez, el impacto que producirá la reincorporación del aporte de las empresas 
agropecuarias al Banco de Previsión Social, va a afectar fundamentalmente al segmento de 
productores que integran esas empresas familiares. Además, el costo indirecto que se traslada a los 
sectores industriales va a recaer sobre la producción primaria. Si bien se ha planteado que a través de 
la reglamentación se aclarará cuál va a ser el régimen a aplicar, a nuestro juicio, esto también 
significará una presión fiscal mayor. En términos globales, nadie puede negar el crecimiento que ha 
tenido el sector agropecuario en su conjunto, pero hay bolsones que tienen una rentabilidad y 
competitividad muy críticas, como por ejemplo la granja o la lechería, donde se perdió el 50% de las 
matrículas que remitían a CONAPROLE y eso no es casualidad, porque son sectores que por la 
competitividad se excluyen del sistema formal y se van a ver impactados por este tema. 


También hay un conjunto de planteos que hicimos en la Cámara de Representantes, a partir 
de la formulación original de la reforma tributaria, que en algunos casos han sido contemplados en las 
modificaciones aunque, en otros, sólo en forma parcial. Concretamente, en lo que respecta al tema del 
IVA para frutas y hortalizas, se ha tenido en cuenta la propuesta de las gremiales en su totalidad y, en 
el caso del IMESI al vino, la contemplación es parcial. Uno puede pensar que lo que se ha planteado 
en la redacción, en cuanto a que habría un plan de reactivación estructural del sector, a partir del cual 
se incrementaría gradualmente la implementación del IMESI después de un informe preceptivo del 
propio INAVI, también queda librado a la discrecionalidad o a la reglamentación del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


En el caso del IRAE -como ya se dijo aquí- todos compartimos la idea de la opción y creemos 
que lo importante es que esto sea atractivo a fin de que las empresas se incluyan en él. Por su parte, el 
Ministerio ha dicho que el 10% de las empresas estaría dentro del régimen de IRAE, pero nosotros 
pensamos que esa cantidad se verá superada ampliamente. Uno de los temas principales consiste en 
que no sabemos cuál será el piso o el tope. En la comparecencia de los representantes del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca a la Comisión de la Cámara de Representantes se habló de más de 

1.250 hectáreas, índice CONEAT 100 o, en su defecto, de U$S 100.000 de producción, es 
decir, de venta bruta; sin embargo, esos topes pueden ser equiparables en algún sector, pero en otros 
no, porque no tienen nada que ver. Por ejemplo, en el sector lechero, un productor de 85 vacas en 
ordeñe ya sería abarcado por el Impuesto a la Renta de Actividades Empresariales. 


Por otro lado hay un tema en el que, si bien creemos que puede haber buena voluntad por 
parte del Poder Ejecutivo, es decir del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, en cuanto a la 
reglamentación y a la aplicación de un tope -y así lo hemos planteado en la Cámara de 
Representantes- es algo que debe quedar redactado de la mejor manera posible. Me refiero al 
contenido y al límite, hasta dónde va el alcance de esta norma, ya que si lo dejamos librado al decreto 
reglamentario, sería voluntad del Poder Ejecutivo de turno modificar lo que esté planteado. Para 
nosotros es importante contar con cierta seguridad en cuanto a la estabilidad a un mediano plazo. 


En lo que respecta al tema de las exoneraciones del sistema cooperativo y del sistema de 
fomento rural que se habían planteado -que en principio se había dicho que iban a caer- debo decir 
que se hicieron modificaciones en la Cámara de Representantes -luego de mucho esfuerzo para que 
se entendiera que se debían incorporar- y se regulan por leyes diferentes, pero están contempladas en 
la redacción -tal vez el señor Presidente quiera hacer luego su presentación, yo no voy a abundar en 
detalles sobre el tema- hasta que se cree el marco de la ley general de cooperativas. 


En cuanto al sistema de fomento rural, luego de mucho esfuerzo, se ha logrado incluir que 
esas actividades son las reguladas por la Ley N* 14.330. De todas maneras, en esa modificación se 
incluyó una frase al final con respecto al Impuesto a la Renta, que puede dar lugar a una mala 
interpretación -que, quizás, luego el contador Durán pueda explicar con más detalles- cuando se habla 
de las sociedades de fomento sin fines de lucro. Incluso, en la legislación actual hay una interpretación 


que refiere a que las sociedades de fomento, en algunos casos, realizan actividades comerciales para 
sus socios pero, por la propia ley, están inhabilitadas para generar lucro. Sin embargo, en algunas 
Direcciones Regionales de la propia Dirección General Impositiva existe una interpretación que dice 
que llevar a cabo actividades comerciales, aunque sean para los socios, implica fines de lucro y por 
eso se equiparan con las empresas convencionales, lo que conlleva un riesgo porque, además de lo 
económico, el sistema de fomento rural tiene una acción social, solidaria y de aporte a la comunidad. 
Repito que está prohibido, por ley, para este sistema realizar actividades comerciales y repartir lucro. 


Por último, diré que nos habría gustado que hubiera más redacción en temas centrales de la 
ley para que quedara lo menos posible librado a los decretos reglamentarios. También al aplicarse una 
reforma tributaria en un sector, teniendo en cuenta criterios de crecimiento, nos preguntamos qué 
pasará cuando la curva baje y la rentabilidad o la competitividad no sea tal. 


Por último, aunque no está vinculado con el proyecto de ley de reforma tributaria, queremos 
plantear nuestra preocupación en el sentido de que, si bien el crecimiento económico del sector en 
volumen es importante, todavía se está produciendo la desaparición de pequeñas empresas agrícolas 
familiares, fundamentalmente ligado a la concentración o extranjerización de la tierra. Sabemos que 
este asunto no está vinculado a la reforma, pero nos pareció importante mencionarlo en el día de hoy. 


Una vez más, queremos reiterar que esta reforma va a afectar al sector por el aumento de la 
carga fiscal y por otros componentes que determinan mayores costos de producción en sectores que 
aún no han obtenido una rentabilidad. Esto nos preocupa y esperamos que los temas que hemos 
planteado, en cuanto a que los regímenes tributarios sean atractivos para mejorar la inversión, sean 
contemplados y que en aquellos casos en que la agricultura familiar tiene un componente muy 
importante, se fijen políticas tributarias acorde a ellos. 


SEÑOR IGLESIAS.- Como representante de la Confederación Granjera, aclaro que estamos de 
acuerdo con lo expresado por la Comisión Nacional de Fomento Rural, prácticamente en todos los 
puntos que se han analizado. No voy a hacer referencia a los números, porque el contador lo ha hecho 
muy bien, pero sí nos interesa considerar algunas ideas que subyacen en el proyecto de ley y que 
creemos interesante que los señores Senadores contemplen a la hora de discutirlo. Si bien el sector 
agropecuario es una familia y prácticamente somos iguales en nuestra forma de ser, de conducirnos, 
en nuestra integración familiar y en nuestros usos y costumbres, en cuanto a los negocios la granja es 
fundamentalmente diferente al resto del sector. Desde hace muchos años -más especialmente, en los 
últimos tiempos- la granja ha recibido un doble castigo, porque nuestra producción está dirigida 
netamente al mercado interno -nuestra exportación es muy poca- y en este proyecto de ley no vemos 
incentivos reales para la exportación, lo que para nosotros sería muy importante. Necesitamos una 
serie de orientaciones impositivas que favorezcan la inversión en términos de exportación de la granja 
y que se vuelvan a desarrollar y llevar adelante políticas que habían sido puestas en práctica y que se 
han interrumpido. Es el caso, por ejemplo, del IMESI al vino que va en sentido contrario de lo que 
debería, porque se pretende equiparar esta actividad con otras bebidas que hoy están en manos de 
multinacionales, por lo que los productores terminan pagando más. Debemos tener en cuenta que 
detrás del sector vitícola hay un número muy importante de pequeños productores y empresarios 
bodegueros que se manejan con industrias familiares y que, con esto, perderían todo incentivo a 
continuar con los cambios estructurales y de inversión que han estado haciendo. Si bien se dice que 
esto se suspende, no tenemos claro hasta cuándo ni quién va a determinar el momento en que 
comienza a regir la suspensión; no se sabe cuándo una empresa se ha reconvertido y en qué sentido 
se plantea la reconversión. Pensamos que se utilizan términos etéreos que dejan las cosas sin definir. 


En cuanto a la diferencia del sector granjero con los otros, además de que no se dedica a la 
exportación, porque atiende la demanda interna, por lo pequeño de la explotación y por ser de carácter 
familiar, presenta otra diferencia fundamental. Se trata de una producción sumamente intensiva, que 
requiere una gran demanda de mano de obra, por lo que los aportes al Banco de Previsión Social lo 
afectan de forma muy particular. Además, este sector presenta grandes costos de insumos como 
combustible, abonos, fertilizantes y otros productos necesarios para curar y producir en buena forma. 
Tal como decía el contador, no vemos que todos estos aspectos estén contemplados en las exenciones 
impositivas y en el descenso de la carga que necesitamos para poder producir. 


En todos los países del mundo el sector granjero siempre ha sido subsidiado, y no es por 
casualidad. Tengo la sensación de que nosotros estamos desmontando toda una estructura de subsidio 
agrícola hacia la pequeña explotación familiar y de que no se está compensando con algo definido, 
concreto y tal vez menos complejo, que desearíamos ver reflejado en este proyecto. 


SEÑOR HERRERO.- Aquí están representados los sectores productivo y agropecuario, que han 
estado trabajando juntos también en otros temas. 


El asunto es que hoy estamos preocupados a raíz de algunas declaraciones en el sentido de 
que este proyecto de ley, así como entra por una puerta del Senado sale por otra. Y nos preocupa 
porque somos conscientes de que lo que está en la ley queda, pero lo que está en la reglamentación 
va y viene. 


Creemos en el país productivo; pues como actores de ese país productivo y como pilar que es 
el sector agropecuario del desarrollo de la economía del país, consideramos que si un sector apuntala 
al resto de la economía del país tiene que tener -así como existe en otros países- un tratamiento 
diferencial, aunque por ahí se hable de equidad. 


En cuanto a la reforma tributaria, nos hemos planteado si verdaderamente es una reforma 
hacia un país productivo o es la posibilidad de aumentar la recaudación mediante un sector que genera 
ingresos importantes porque “las vacas están gordas”, como aparentemente lo es. Como decía el 
señor López, hoy hay una buena coyuntura en casi todos los sectores -es capaz que la granja sea la 
excepción, y sin “capaz”- pero todos sabemos que la agropecuaria tiene ciclos y por más que uno 
quiera las épocas buena no duran mucho tiempo, y cualquier uruguayo que mire el país hacia atrás y 
no solamente Montevideo, sabe que es así. 


En un principio, cuando surgió el discurso sobre la reforma tributaria, compartíamos la idea de 
alentar a un país productivo y apostar a un país agropecuario. El Uruguay productivo da un papel 
importante, entre otros sectores, al agropecuario. Pero lo que hoy estamos viendo plasmado en el 
proyecto de ley de reforma tributaria es que en la reglamentación va a haber contemplaciones, y el 
propio señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, en su papel de interlocutor con el Poder 
Ejecutivo, nos lo dijo. 


Un poco por lo vivido, no sólo en este Gobierno, sino también para atrás, queremos señalar 
que tenemos confianza en lo que está en la ley, pero la reglamentación no nos genera confianza 
alguna, mucho menos cuando se dice “dejen que aprobemos el proyecto ahora porque los tiempos no 
dan y después lo explicitamos en la reglamentación”. Además, el problema de los tiempos no es 
nuestra responsabilidad. Por eso insistimos en concurrir al Senado, porque tenemos la esperanza de 
que se revea el proyecto, se abra la reforma y podamos incluir en la ley lo que consideramos es 
importante. 


Aclaro nuevamente que no se trata de que no queramos pagar ni mucho menos; lo que 
queremos realmente es que la reforma tributaria sea una bandera para que se aliente al sector 
productivo a invertir y a producir más, y no se dé la situación que pronosticamos hoy -de la que 
hablamos con los contadores- de que habrá que tener mucho cuidado a la hora de hacer alguna 
inversión y considerar si vale la pena hacer determinado gasto porque, de repente, vamos a estar 
haciendo una pradera que nos va a constar un 25% más, ya que no se va a poder deducir su costo y 
además va a tener un adicional por el impuesto. Y eso no le sirve al país. 


Días pasados hablábamos de hacer simulacros con relación al tema de la aftosa. ¡Qué bien le 
vendría saber a la sociedad uruguaya cuánto sufrió el país cuando tuvo la aftosa y durante un tiempo 
se acabó la ganadería!, porque a veces nos olvidamos de esos hechos. La sensación que tenemos 
cuando tratamos este tema es que se cree que en el sector agropecuario están los llorones, los que 
tienen el cinto grueso y los lomos llenos de grasa, y bien pueden subsidiar -como ya se nos ha dicho- a 
otros sectores de la sociedad. El subsidio a nuestro sector pasa por la generación de riqueza; ese es el 
primer paso del desarrollo del país al que todos apostamos. Todos tenemos gente en la ciudad, no 
todos tenemos la familia en el campo; por eso también nos interesa que el país funcione bien. 


Reitero, es por eso que insistimos en venir a esta Comisión, porque queríamos dejar 
constancia de nuestra posición. 


SEÑOR LIBERMAN.- Pertenezco a la Asociación Uruguaya de Productores de Cerdo y como 
representante de un sector que tal vez sea el más pobre de toda la agropecuaria nacional, debo decir 
que nos interesa en gran medida que en esta ley quede gravada la rebaja del IVA a la carne de cerdo 
con hueso, que quede específicamente por escrito, a los efectos de poder competir y tener una barrera 


arancelaria a las importaciones que se están haciendo de Brasil que son las que están liquidando al 
sector cerdo en el Uruguay. 


Quisiera recordar que en estos momentos la producción de cerdo sigue bajando debido a dos 
temas fundamentales. El primero de ellos tiene que ver con el control de los precios que hace el capital 
industrial, que tiene la capacidad de comprar en el exterior y entrar el producto libremente, dejando de 
esa manera a los productores sin poder fijar y negociar sus precios con la industria. El otro problema es 
que dependemos de la problemática sanitaria, por ejemplo, de Brasil para saber si tenemos capacidad 
para aumentar la producción o si la seguimos disminuyendo. 


SEÑOR HEBER.- Aclaro que más que preguntas -pues las preguntas de la oposición deben estar 
dirigidas al Gobierno- voy a realizar algunas reflexiones y pintar un poco el panorama al que se 
enfrenta el sector productivo nacional. 


Yo he escuchado a uno de nuestros invitados decir algo que a mí me parece válido, que es 
que el sector productivo nacional debe salir a competir en el exterior con productos que son 
subsidiados. Aquí lo que hacemos es aumentar la carga impositiva sobre el sector productivo nacional 
en un 23%, según las cuentas que ha realizado nuestro Partido durante el trámite que tuvo el proyecto 
en la Cámara de Representantes. Por supuesto, nos alegra lo que decía el amigo Fernando López en 
cuanto a que en algunos casos en el sector productivo se pudo bajar la carga impositiva, sobre todo el 
IVA a las frutas y verduras. Indudablemente, aspiramos a que en esa reflexión que llevó a que el Poder 
Ejecutivo reviera esto se puedan rever otros temas más. Tal como ha expresado el Presidente de la 
Federación Rural, no se trata de que entre por una puerta y salga por la otra sino de que, por el 
contrario, se debata en cuanto a qué sector productivo tenemos y qué grado de competencia vamos a 
darle en el exterior. Aeso hay que sumarle no solamente el tema de la reforma ya que, por ejemplo, el 
costo del gasoil es un asunto que debe estar encima de la mesa. Si estamos pagando el gasoil más 
caro del mundo, que ahora inclusive ha aumentado -producto de subsidios en cuyo objetivo final quizás 
podamos coincidir todos, pero no en su costo a la hora de tener que competir- y a eso se suma la 
reforma tributaria en la que se le aumenta un 23% la carga tributaria del sector productivo nacional, me 
pregunto qué grado de competencia vamos a tener en la región y en el mundo. Eso es, justamente, lo 
que queremos hablar, como Senadores, con la delegación que hoy nos visita. 


Por encima del tema de los números, aquí hay casos nuevos y otros en que se aumenta un 
impuesto. El contador mencionaba el 8,8% que se aporta por el IRA -yo manejaba una cifra menor, 
pero supongamos que es un 8%- pero el 92% restante aporta por el IMEBA; todos sabemos que ese 
sistema de aporte ayuda al criador, porque está claro que las ventas entre productores no están 
gravadas, pero hoy sí pasan a gravarse. Entonces, en el sector cárnico  -donde admito, inclusive, que 
tenemos que analizar el tema por subsector- debemos tomar en cuenta lo que queremos incentivar allí, 
ya que no solamente a la maquinaria se le pone impuesto, sino también al patrimonio; inclusive, la 
tierra se grava más. ¿Cuántas veces está gravado el bien tierra? Está gravado por el Municipio en su 
contribución inmobiliaria y ahora reaparecen el impuesto al patrimonio y los aportes patronales, acerca 
de los que no sabemos cuál va a ser el criterio que se va a aplicar, ya que dejamos al Poder Ejecutivo 
la facultad de establecer las franjas. Pero lo que no podemos dejar de ver es que un mismo bien está 
gravado tres veces con un criterio similar en las tres formas en que se grava. Estas son todas piedras 
que estamos poniendo sobre la espalda del productor nacional a quien, al mismo tiempo, le estamos 
diciendo que salga a competir. No sé cómo la granja puede competir en el exterior si no tenemos un 
plan de incentivos muy concreto en un área en la que no nos hemos animado a hacer algo. 
Personalmente, tenía la aspiración de que, inclusive en este período, pudiéramos generar una actitud 
agresiva hacia el exterior sobre productos granjeros que realmente fueran competitivos. Sin embargo, 
con los costos que manejamos en cuanto al Estado y con los impuestos que están cayendo sobre la 
producción, es decir, tal como está ahora, no veo viable la exportación de los productos de granja. Me 
gustaría que fuera así y siempre nos ha quedado la duda en cuanto a si se podría dar en la región y 
mucho más allá de ella. Teníamos esperanzas sobre lo que podían ser Tratados internacionales que 
también nos abrieran puertas, pero todo forma parte de un contexto. ¿Cuál es nuestro cliente y cuáles 
son nuestros competidores? Tenemos que saber primero cuál es nuestro cliente para luego conocer a 
nuestros competidores. No sabemos quién es nuestro cliente, no sabemos con quién vamos a competir 
y a ello se agrega que le ponemos una carga y una piedra al aparato productivo, que es el sector que 
nos ha sacado de la crisis del año 2002 en ancas de la vaca -porque fue la vaca la que nos sacó, 
aunque aclaro que no voy en desmedro del sector lanero aquí presente- y con ello no digo nada nuevo. 


SEÑOR MICHELINI.- Y también el novillo. 


SEÑOR HEBER.- Nos parece que con la reforma tributaria, el sector productivo nacional hoy no tiene 
el incentivo ni el reconocimiento que tiene que hacer el país sobre lo que este fue desde la crisis del 
año 2002 hasta ahora. Me parecen significativos los números que mencionaba el contador Alvarez. La 
contribución del sector agropecuario al Estado ha aumentado y sigue aumentando; concretamente, 
este sector contribuyó con U$S 170:000.000 al Erario público y esto no es poco dinero. En función de 
esto, las reflexiones que nosotros hacemos son todas preguntas que terminan apuntando al Gobierno y 
no al sector agropecuario. 


Luego de lo que han expresado los diferentes subsectores de la agropecuaria en la tarde de 
hoy, no veo que aquí estemos promoviendo el país productivo, sino que lo estamos castigando y, como 
si ello fuera poco, le estamos poniendo una piedra que comprometen muchas de las cosas que hemos 
conseguido allí afuera. Y ni qué hablar de Tratados que de alguna manera nos puedan impulsar, que 
están más que lejanos; lo que importa es lo que hoy tenemos. 


Todas estas son reflexiones que hago en voz alta, ya que las preguntas no pueden ser 
dirigidas al sector agropecuario que hoy viene a plantearnos un tema que debe ser revisado por el 
Gobierno. Ojalá no se cumpla el vaticinio de que la reforma tributaria entra por una puerta y sale por la 
otra, porque esto sería lamentable para el país, no para nosotros como parlamentarios. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RUBIO.- Si me permiten, voy a solicitar los números sobre el estudio del incremento. El 
concepto de inversión es complicado de reglamentar, porque es muy dinámico, pero básicamente 
entiendo que piden que se incorpore en la ley alguna variable de referencia más precisa en cuanto al 
límite entre el IRAE y el IMEBA o, más precisamente, que la opción no sea obligatoria. Eso es lo que 
ustedes reclaman que tenga una base legal, ¿no es así? 


SEÑOR LOPEZ.- Nosotros solicitamos que el IRAE y el IMEBA sean opcionales. 


Sin embargo, en la situación en que se encuentra el proyecto de ley actualmente, es decir, con 
media sanción, pedimos que, de quedar así, se explicite cuál es el tope obligatorio para entrar al IRAE. 


De la misma manera lo vemos en el caso del aporte al Banco de Previsión Social. Nosotros 
pedimos que no se establezca, pero está aprobado en el proyecto de ley. Entonces, nos gustaría que 
quedara explicitado lo mejor posible cómo va a ser aplicado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En relación a lo que manifestó el Presidente de la Federación Rural con 
respecto al proyecto de ley -creo que corresponde decirlo- la idea que manejamos en la Bancada es no 
hacerle modificaciones en el Senado. Por supuesto, hemos abierto esta instancia de consultas, pero el 
trámite del proyecto de ley de Reforma Tributaria llevó mucho tiempo, porque fue complicado y - 
digámoslo con honestidad- tuvimos que trabajar mucho para lograr un acuerdo dentro de nuestra 
Bancada. Tanto en el Ministerio de Economía y Finanzas como en la Cámara de Representantes se 
fueron incorporando sugerencias hechas por los sectores involucrados. Ustedes mencionaron algo con 
respecto a la valoración de cuánto se incluyó. 


Al mismo tiempo, sentimos que los temas requieren una etapa de discusión y una de 
implementación, pero repito lo que el Ministro de Economía y Finanzas ha dicho en reiteradas 
ocasiones: éste es un proceso de reforma tributaria. Honestamente, con el conocimiento profesional 
del contador y el que se origina en la vida práctica del productor, es evidente que ustedes tienen una 
vivencia que nosotros no tenemos. Personalmente, debo consultar al Ministro para formarme una 
opinión sobre lo que ustedes señalan, pero tengan la absoluta seguridad de que, asumiendo nuestro 
compromiso como Legisladores y más allá de que el proyecto de ley se modifique o no, lo que hoy han 
expuesto no cae en saco roto. Se podrá estar en desacuerdo con lo que he manifestado, pero por 
cierto que los aspectos que ustedes han señalado son importantes. 


(Intervención del señor Senador Heber que no se escucha) 


Por supuesto que todos los aspectos que han señalado nuestros visitantes son muy 
importantes, pero no podrán introducirse en el proyecto de ley, porque la necesidad de que el proceso 
de transformación de la reforma tributaria comience es también una urgencia que tiene el Gobierno. 


Ello se podrá hacer por la vía, tanto de la reglamentación -instancia en la que sí se podrán realizar 
variantes o ajustes como una forma de explicitar lo que en el texto no está contemplado- como de 
proyectos complementarios que refieran a estos temas que ustedes plantean, así como a otros que en 
el futuro puedan aparecer. Debe quedar claro que con esto el Gobierno no está diciendo que se está 
cerrando a la banda y que es este proyecto o nada; sabemos que se trata de un proceso dinámico en 
el que nos tenemos que escuchar mutuamente. Los compromisos globales y generales están 
claramente explicitados. Además, sabemos que los sectores de la producción son absolutamente 
esenciales para llevar adelante el proyecto con el que estamos comprometidos. No hay que pensar que 
lo que no se pudo resolver en un momento de la historia, no se podrá resolver en un instante próximo, 
una vez que se hayan podido abordar en profundidad los aspectos puntuales que ustedes han 
planteado. Quizás ello pueda ser examinado en el futuro, si se entiende que los fundamentos 
expuestos son compatibles con la filosofía y pensamiento generales. 


En consecuencia, luego de haber escuchado el planteo general que nuestros visitantes han 
realizado, sentimos la necesidad de darle respuesta en los términos que estamos en condiciones de 
brindar. 


SEÑOR MICHELINI.- Nos gustaría solicitar a la delegación que hoy nos visita, más allá de las 
reflexiones que se hagan en el ámbito de la Comisión, que nos hagan llegar algunas cifras, como 
insumos. Por supuesto que los impuestos no son simpáticos para nadie; eso está claro, como lo está el 
hecho de que el agro no es uno solo. Es más, estamos plenamente conscientes de que no se puede 
abarcar en diez minutos la problemática de cualquiera de los sectores a quienes ustedes representan. 
Lo cierto es que aquí se expresó que, si tomáramos como referencia el año 2005, advertiríamos un 
aumento de la presión fiscal. En este sentido, entonces, me gustaría saber si se cuenta con algún 
comparativo -que, no dudo, se hará de forma profesional- no ya del 2005, sino de un año previo a la 
crisis, porque es obvio que durante su transcurso se desgravó mucha cosa. En definitiva, entiendo que 
hubiera sido preferible no haber tenido una crisis y haber seguido manteniendo la presión fiscal, no 
importa ya de qué manera, porque muchos de los problemas generados por la crisis terminaron con un 
endeudamiento. Aclaro que cuando hablo de “crisis” no me refiero solamente al año 2002, que fue el 
desenlace, sino a años anteriores. 


Entonces, reitero, me gustaría tener información acerca de qué ocurrió con la presión fiscal 
en el año anterior a la crisis y compararla -quizás esta sería una tarea para el contador Alvarez, que es 
quien ha llevado los números adelante- con un año malo, no bueno. Dicho de otra manera: ¿qué 
hubiera pasado si el 2005 hubiera sido malo? Pregunto esto, porque cuando los años son buenos -y 
más allá de que sé que pagar impuestos no es simpático- el sector está en condiciones de contribuir 
aunque, según ustedes nos están alertando, la presión sea mayor. ¿Qué hubiera pasado si el año 
fuera malo y hubiéramos dividido el 2005 a la mitad, aplicando un régimen y otro? Me parece que 
puede ser un buen insumo, en lugar de simplemente decir que en los años buenos se puede pagar, 
aunque resulte excesivo lo que viene contemplado en el proyecto; de todas formas, en años buenos 
todo el mundo se revuelve. El problema es qué pasa si esto ocurriera en años malos y la situación 
fuera peor. 


En conclusión, sería bueno conocer esos números, porque me parece que el sistema tributario 
que debería construirse tendría que contemplar la duda de si el Estado sigue siendo socio cuando las 
cosas van mal. 


En definitiva, señor Presidente, me gustaría saber si podemos tener los datos numéricos a 
modo de insumo, esperando que con esto no se genere una polémica. 


SEÑOR HERRERO.- Justamente, lo que nosotros planteábamos aquí es con respecto a los años 
malos. Tenemos aquí la comparación del 2005, pero el aumento de la presión del 23% no va a cambiar, 
porque el año sea malo o bueno, ya que el incremento se produce igual. En volumen, va a ser más lo 
que se va a recaudar en un año bueno porque, obviamente, el porcentaje se aplica sobre una 
mercadería que tiene más valor, pero nuestra preocupación -como lo decía el contador Alvarez- es qué 
pasa cuando los años son malos, cuando vivimos esas crisis en las que los números nuestros a duras 
penas empardan, más aún cuando hoy estamos con la incógnita -que la vamos a dilucidar dentro de 
muy poco, va a ser como un regalo de Reyes- de qué va a pasar con la contribución rural. Sabemos 
que la han reaforado y también sabemos cómo se han valorado las tierras; pero también ha sido difícil 
hacer entender -inclusive al Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca- que al productor rural, que 
pretende vivir de la tierra que trabaja, no le entra plata al bolsillo, porque la tierra pase de valer U$S 
300 a cotizarse a U$S 1.000 sino que, al revés, es posible que para él sea peor, porque hoy estamos 


con una presión muy grande debido a esto. Entonces, como les decía, la reforma nos preocupa en los 
años malos. 


En definitiva, y sin haber consultado al contador Alvarez, creo que puedo decir que no va a 
haber ningún problema en elaborar un informe de ese tipo, que acercaríamos con mucho gusto. 


SEÑOR HEBER.- Esta vez, señor Presidente, quiero hacer una pregunta; no deseo reflexionar sobre la 
situación del sector agropecuario. 


Ya que están pidiendo algún trabajo al contador Alvarez, quería decir que en el proyecto de 
reforma, yo no he visto con claridad -y lo he revisado- el tema del grado de endeudamiento que puede 
haber en una empresa agropecuaria y la posibilidad de descontar de distintos impuestos. Confieso que 
no he terminado de leer toda la reforma -me faltan algunos capítulos- y que he debido analizarla con 
contadores para poder entenderla; es una tarea bastante complicada, tediosa y engorrosa. Sin 
embargo, sí he leído la parte concerniente al sector agropecuario y ya sé cuál será la situación a la 
que se va a enfrentar, lamentablemente, a pesar de que se dice que no va a caer en saco roto lo que 
se está manifestando; sin embargo, sabemos que igual se la va a votar como está. 


Con respecto al tema del endeudamiento, sería importante saber cómo puede operar sobre 
los bienes y los impuestos. Repito que no lo veo con claridad en el proyecto de reforma tributaria y me 
gustaría que nos pudieran ayudar, sobre todo porque este Gobierno se comprometió en forma pública 
a solucionar el tema del endeudamiento. Si este tema no está resuelto, sería importante saber cómo 
se va a soportar esta situación por parte de las empresas agropecuarias o si esto terminará por 
liquidarlas; de eso se trata. 


Entonces, ya que le han pedido trabajo al contador Alvarez, modestamente también le pediría 
que me ayudara a analizar esto, porque no he visto en la reforma la posibilidad de descontar las 
situaciones de endeudamiento grave -como existen en el sector agropecuario- y sabemos que todavía 
no están cumplidas las promesas efectuadas en la campaña electoral. 


SEÑOR LOPEZ.- Quiero hacer un comentario sobre el punto de vista expuesto por el señor Senador 
Michelini. 


Además de ver los costos o cómo esto afecta internamente en un mal año, debemos tener en 
cuenta que, nos guste o no, estamos insertos en un mundo globalizado por lo que debemos mirar, por 
ejemplo, lo que está ocurriendo en otros países. Quizás se hizo cuando se diseñó el proyecto de ley, 
pero me parece que el tema no se analiza en estos debates. A vía de ejemplo, cabe citar que Brasil 
creó un Ministerio específico de Desarrollo Agrario para atender lo concerniente a la pequeña y 
mediana agricultura, dotándoselo de un presupuesto de U$S 5.000:000.000 anuales, así como un 
sistema de apoyo directo al sistema cooperativo, por ejemplo la agricultura familiar. También podemos 
mencionar el “milagro chileno”; en ese país existe una batería de organismos que atienden el mercado 
externo, la exportación, pero fundamentalmente la inserción -lo ha dicho la señora Presidenta de Chile, 
doctora Bachelet- de la pequeña agricultura en el mercado internacional con un INDAP, un ODEPA, en 
fin, un conjunto de instituciones que tienen recursos que apuntalan el sistema productivo. Brasil utiliza 
créditos en moneda nacional, en muchos casos con tasas de interés por debajo de la inflación, lo que 
implica que terminen siendo subsidios. Por su parte, Estados Unidos ha dicho que va a aumentar de 
U$S 18.000:000.000 a U$S 22.500:000.000 el subsidio anual para su agricultura. 


Entonces, además de la redistribución interna y de parte de la solidaridad y de la equidad -de 
la que tanto se ha hablado y con las que todos estamos de acuerdo con que hay que transitar- se debe 
tener en cuenta que estamos para competir con otros que están “jugando” y “modulando en otra 
frecuencia”. Ese hecho -quizás fue analizado- también nos preocupa. Por ejemplo, a nivel de la política 
macroeconómica las asimetrías del MERCOSUR en un conjunto de situaciones -en particular dentro 
del sector agropecuario a nivel de algunos sectores de la producción, no los más competitivos- también 
se reflejan en una asimetría en el conjunto de instrumentos de políticas que tienen los países para 
desarrollar sus sectores productivos. Entonces, si alguien se pregunta cómo se compara esto si ocurre 
en un mal año, se le debe indicar que tiene que comparar las políticas de la región con respecto al 
sector primario que, en casi todos los países de América Latina, es fundamental en la generación de 
riqueza. 


SEÑOR IGLESIAS.- Brevemente, y con las disculpas del caso, deseo señalar que me voy muy 
preocupado luego de escuchar las manifestaciones que se han hecho, porque represento a un sector 
granjero -no incursiono en política partidaria- cuya mitad quizás votó a quien ejerce la Presidencia de 
esta Comisión. Debo confesar mi aspiración en cuanto a que quisiera que las urgencias del Gobierno 
no fueran tales como para no permitir que usted analice -en función de sus votantes y de nosotros 
todos- este proyecto de ley porque quizás, cuando sea reglamentado, no encuentre productores a los 
cuales aplicarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente, quiero decirle que sus preocupaciones también son las 
nuestras; no son ajenas unas de otras. 


Les agradecemos la presencia en esta Comisión. 


(Se retiran de Sala las delegaciones de sectores agrarios) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


